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INFORME No. 29/11

DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 11.293
COLOMBIA 
23 de marzo de 2011
PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Julio Edgar Galvis Quimbay, Luis Eduardo Díaz y Raúl Gutiérrez
PETICIONARIOS:
Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz y Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo
VIOLACIONES ALEGADAS;
Los peticionarios no hacen referencia expresa pero se infieren posibles violaciones a los artículos 4, 5, 8, 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
20 de mayo de 1994
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. El 13 de mayo de 1994 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por la Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz y la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (en adelante “ los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de agentes de la República de Colombia (en adelante “el Estado colombiano” o “Colombia”) por la detención, tortura y posterior muerte de Julio Edgar Galvis Quimbay, Luis Eduardo Díaz y Raúl Gutiérrez.
2. Los peticionarios alegaron que según declaraciones de los familiares de las presuntas víctimas, Julio Edgar Galvis Quimbay, Luis Eduardo Díaz y Raúl Gutiérrez habrían sido detenidos en diferentes lugares y horas y habrían sido obligados a subir a un taxi de color amarillo, marca MAZDA con  placa SPF 121.  Alegaron que el 21 de marzo de 1994 se reportó la aparición de tres cadáveres en la vía que conduce de Bogotá al municipio de Facatativa e inmediatamente los familiares de las presuntas víctimas acudieron a realizar la identificación de los cadáveres.  Indicaron que en dicha diligencia se identificaron los cadáveres de Luis Eduardo Díaz, Julio Edgar Galvis Quimbay y Raúl Gutiérrez, los cuales presentaban señales de tortura. 
3. Los peticionarios alegaron que el vehículo de placa SPF 121 habría sido posteriormente visto por los familiares de las presuntas víctimas en las instalaciones del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y según las investigaciones adelantadas a nivel interno el vehículo era utilizado para realizar operativos propios de las funciones de dicha entidad.  Alegaron también que las presuntas víctimas estaban siendo investigadas por el DAS por su presunta pertenencia a una organización de oposición armada.

4. Los peticionarios informaron que la Fiscalía se encontraría adelantando una investigación a fin de establecer la causa de los crímenes y lograr la identificación de los responsables.  Alegaron que si bien se habrían iniciado investigaciones a nivel interno, la actividad desplegada por las autoridades judiciales habría sido insuficiente.  Al respecto, indicaron que si bien se dictó sentencia condenatoria contra un sindicado, la investigación contra los demás se encontraba inactiva y no se habrían vinculado todos los responsables al proceso.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

5. Por su parte el Estado alegó que por los hechos materia del reclamo se habrían iniciado investigaciones penales y disciplinarias.  Alegó que las investigaciones penales culminaron con la condena de tres sindicados, mismos que fueron sancionados disciplinariamente por la Procuraduría General de la Nación.  Asimismo, alegó que los familiares de las presuntas víctimas interpusieron una demanda de reparación directa, la cual tuvo como consecuencia que la jurisdicción contencioso administrativa condenara al DAS por falla en el servicio y le ordenara pagar perjuicios morales a favor de dichos familiares.  Indicó que dicho fallo fue apelado y se encuentra en revisión en el Consejo de Estado.
6. En vista de lo anterior, el Estado alegó que en cada uno de los procesos iniciados a nivel interno se emitieron pronunciamientos de fondo a favor de los familiares de las presuntas víctimas.  Asimismo, indicó que en dichos procesos se garantizó en todo momento el debido proceso, las garantías judiciales y la reparación integral.  En consecuencia, el Estado solicitó a la Comisión disponga el archivo de la petición.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

7. El 13 de mayo de 1994 la Comisión recibió la petición inicial, la registró bajo el número 11.293 y, tras efectuar un análisis preliminar, el 20 de mayo de 1994 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado para sus observaciones.  El 9 de septiembre de 1994 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.  El 9 de enero de 1995 la CIDH reiteró a los peticionarios su solicitud de información.  El 27 de enero de 1995 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.  El 10 de mayo de 1995 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para sus observaciones.
8. El 4 de octubre de 1995 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  El 23 de enero de 1997 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  El 3 de abril de 1997 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.  El 8 de abril de 1997 el Estado presentó información adicional, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  El 19 de mayo de 1997 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.
9. El 18 de julio de 1997 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron trasladadas a los peticionarios para sus observaciones.  El 3 de octubre de 1997 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron trasladadas al Estado para sus observaciones.  El 13 de julio de 2001 la CIDH se puso a disposición de las partes a fin de llegar a un acuerdo de solución amistosa y solicitó a las partes una respuesta en el plazo de un mes.  El 31 de julio de 2001 los peticionarios presentaron un escrito en el que manifestaron su disposición para llegar a una solución amistosa.  El 14 de agosto y el 10 de septiembre de 2001 el Estado solicitó prórrogas, las cuales fueron otorgadas por la CIDH.  El 10 de octubre de 2001 el Estado presentó un escrito en el cual señaló que no existen los presupuestos requeridos para adelantar una solución amistosa.
10. El 7 de octubre de 2008 la Comisión solicitó al Estado y a los peticionarios información actualizada sobre el asunto de referencia.  El 7 de noviembre de 2008 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue otorgada por la CIDH.  El 18 de diciembre de 2008 el Estado presentó un escrito conteniendo información actualizada y el 19 de enero de 2009 presentó una aclaración sobre la información enviada a la CIDH.  El 3 de febrero de 2009 los peticionarios solicitaron una prórroga para presentar información actualizada, la cual fue concedida por la Comisión.  El 3 de abril de 2009 la Comisión transmitió a los peticionarios los escritos del Estado de diciembre de 2008 y enero de 2009 para sus observaciones.  El 11 de agosto de 2010 la Comisión envió una comunicación a los peticionarios en la que se solicitó presenten, en el plazo de un mes, información actualizada sobre si subsisten los motivos del reclamo de lo contrario la Comisión podría proceder a archivar el asunto.  El 5 de noviembre de 2010 los peticionarios presentaron un escrito en el que informaron que no tienen contacto con los familiares de las presuntas víctimas.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

11. Tanto el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
12. En la presente petición los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la detención, tortura y muerte de Julio Edgar Galvis Quimbay, Luis Eduardo Díaz y Raúl Gutiérrez.  Por su parte, el Estado solicitó el archivo de la petición en vista de que en cada uno de los procesos iniciados en la jurisdicción interna se emitieron pronunciamientos de fondo a favor de los familiares de las víctimas.
13. La Comisión no cuenta con información actualizada de los peticionarios desde agosto de 2001.  Los peticionarios no estuvieron en posibilidad de proporcionar la información solicitada por la CIDH en 2010.  En tales circunstancias, no es posible determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48(1)(b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.





